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NOMBRAMIENTOS Y PROMOCIONES JUDICIALES: 
¿ES REALMENTE LA POLÍTICA EL PROBLEMA?

Juan Enrique Vargas Viancos1

Resumen
En el debate público se han generado fuertes críticas en el último tiempo al 
sistema de nombramientos judiciales, las cuales se han centrado en las de-
signaciones ante la Corte Suprema y en el alto grado de politización que han 
alcanzado. El artículo analiza las distintas etapas del proceso de designaciones 
y promociones judiciales, constatando que en la fase política del mismo hay 
importantes problemas que resolver, siendo el más relevante el alto quórum 
exigido para la ratificación en el Senado de los candidatos propuestos a la 
Suprema, pero concluye que las principales dificultades no se sitúan ahí, sino 
en la fase técnica del proceso que compete al poder judicial. Este no se ciñe a 
los estándares hoy generalmente aceptados para un proceso de este tipo, los 
cuales, desde la creación del Sistema de Alta Dirección Pública, se extienden 
a los nombramientos de directivos de confianza del aparato estatal, los que se 
encuentran en una situación asimilable a la de los jueces.

1. Contextualizando el problema

Es probable que ningún país esté plenamente conforme con su sistema para 
el nombramiento de jueces. Sin embargo, pareciera que en Chile ese ma-
lestar es particularmente agudo, sobre todo por la injerencia política –o las 
amenazas de injerencia política– en esas designaciones. En el último tiempo, 
dos han sido los conflictos más relevantes que se han producido en torno a 
esta cuestión. El primero se generó a raíz de las declaraciones en 2011 del 

1	  Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Diego Portales.
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entonces ministro de Justicia Teodoro Ribera, quien, a consecuencia de las 
libertades decretadas por la justicia de personas detenidas durante las mani-
festaciones estudiantiles, anunció que esas resoluciones iban a ser conside-
radas por el gobierno al momento de decidir sobre futuros nombramientos y 
promociones de jueces y ministros2. El debate que generaron estas palabras 
culminó con una declaración del Pleno de la Corte Suprema, el cual señaló 
que “es posible que los magistrados tengan presente, consciente o inconscien-
temente, la forma cómo repercutirá en su carrera profesional las decisiones 
que adopten respecto a las peticiones que formulen los intervinientes”, lo 
cual, a juicio del máximo tribunal, “afecta objetivamente tanto las garantías 
constitucionales de ser juzgado por un juez independiente e imparcial, como 
la de un debido proceso legal”3.

Otro foco público de conflicto se ha generado a propósito de las últimas 
designaciones de ministros de la Corte Suprema. Los tiempos que toma este 
proceso y, sobre todo, los criterios con que se adoptan las decisiones han sido 
objeto de críticas no solo desde la comunidad legal, sino también por parte 
de la propia Corte Suprema. Nuevamente, el considerar para una promoción 
cómo han fallado determinados asuntos los candidatos ha sido uno de los 
aspectos más cuestionados. Así, por ejemplo, el ex senador Miguel Otero ex-
presaba en una carta a El Mercurio:

Hoy hay senadores que se olvidan de la República para favorecer sus 
intereses políticos o personales, rechazando nombramientos absoluta-
mente procedentes en base a la calidad magisterial y personal de los 
propuestos, asilándose en estar disconformes con fallos emitidos por 
ellos por cuanto estos no concuerdan con sus ideas políticas o interés 
personal.
Esta actitud es abiertamente anticonstitucional, por cuanto la Carta 
Fundamental prohíbe a los otros poderes del Estado pronunciarse so-
bre los fallos que emitan los tribunales. Aparte de la injusticia que ello 
conlleva, se está sentando un gravísimo precedente para la indepen-
dencia e imparcialidad con que deben actuar los jueces. Esta conducta 

2	 Cooperativa, Gobierno revisará “jurisprudencia y criterios” de jueces para decidir ascensos, 21 de octu-
bre de 2011, disponible en: http://www.cooperativa.cl/gobierno-condicionara-ascensos-de-jueces-a-su-
actuacion-ante-detenidos-por-desordenes/prontus_nots/2011-10-21/130029.html

3	 El Mostrador, La Corte Suprema golpea la mesa por declaraciones del ministro de Justicia, 28 de octu-
bre de 2011, disponible en: http://www.elmostrador.cl/pais/2011/10/28/condicionamiento-de-ascen-
sos-a-jueces-afecta-objetivamente-las-garantias-constitucionales/
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les está señalando que si no fallan conforme a los intereses persona-
les o políticos de algunos senadores de mayoría, no llegarán a la Corte 
Suprema. Esto es, deben dejar de ser independientes e imparciales y 
considerar la repercusión política de sus fallos para poder acceder a la 
Corte Suprema4.

En su discurso de inauguración del año judicial 2014, el presidente de 
la Corte Suprema, ministro Sergio Muñoz, alertó “contra la incidencia de 
la autoridad política en los nombramientos de los magistrados”, indicando 
que “[e]sta práctica, aplaudida por los partidarios del control político de la 
judicatura, puede desencadenar, precisamente, el debilitamiento de la tutela 
imparcial en los derechos”.

Pero, ¿es posible pretender que se puedan despolitizar los nombramientos 
judiciales, particularmente los de los más altos cargos? En lo que sigue en este 
texto se sostiene lo contrario, que no solo es imposible excluir a la política (o 
a los políticos) en las designaciones, sino que sería inconveniente hacerlo. De 
lo anterior no se sigue una defensa del sistema actual de designaciones judi-
ciales en Chile, ni menos de cómo en concreto opera en la práctica, pues, tal 
como se argumentará, el sistema muestra múltiples e importantes falencias 
que no permiten asegurar que a través de él se estén efectivamente escogien-
do o promoviendo a los mejores.

2. ¿Qué tiene de particular el nombramiento y la promoción de los 
jueces?

No está de más reiterar lo que parece obvio: nombrar a un juez no es lo mis-
mo que hacerlo con cualquier otro funcionario. Ello, precisamente porque no 
son funcionarios, no son un eslabón de una cadena de mando dentro de la 
Administración Pública, pues cada uno de ellos ejerce, en forma directa, la 
potestad de juzgar a las personas, lo que es un atributo propio de la soberanía 
popular, es decir, le pertenece a la comunidad política que constituyen los 
ciudadanos. Estos, en una democracia, actúan directamente o a través de sus 
representantes y, en ese tipo de regímenes, esos representantes son electos 
mediante votaciones populares. 

4	 El Mercurio, Senadores y jueces de la Corte Suprema, 8 de diciembre de 2013, disponible en: http://
www.elmercurio.com/blogs/2013/12/08/17627/Senadores-y-jueces--de-la-Corte-Suprema.aspx
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Por qué entonces no acudir al mecanismo de la elección para designar a 
los jueces, el cual es utilizado en otros países5. La explicación para no seguir 
ese camino es que no se espera que los jueces actúen como representantes de 
la ciudadanía a la hora de ejercer jurisdicción, pues confiamos en que ellos 
desarrollen un trabajo técnico/profesional con imparcialidad e independen-
cia, resolviendo los casos únicamente en función del derecho y de las pruebas 
y alegaciones aportadas por las partes, conforme su particular razonamiento 
jurídico. Las decisiones judiciales muchas veces son o deben ser contrama-
yoritarias, es decir, distintas a la opinión o los intereses de la mayoría de los 
ciudadanos, lo que no se podría lograr si quienes deben adoptarlas actuaran 
como sus representantes. 

Debemos entonces escoger jueces profesionalmente competentes, ojalá 
los mejores, pero, por otra parte, no se puede olvidar el componente político 
de su actuar, pues el trabajo de los jueces no es tampoco puramente técni-
co: los casos rara vez tienen una única solución posible, por lo que siempre 
interviene en ello el criterio del juez, término bajo el cual se engloban su 
forma de entender el derecho, sus concepciones sociales, sus valores y hasta 
sus prejuicios. Mientras más altos sean los cargos judiciales, ese componente 
político será más acentuado, tanto por el tipo de cuestiones que les correspon-
de decidir (particularmente las constitucionales) como por los efectos que se 
espera tengan sus sentencias en la generación de jurisprudencia que debiera 
ser seguida por otros jueces.

Un buen mecanismo de selección y promoción de jueces, en ese contexto, 
equivale a buscar la cuadratura del círculo: debe asegurar contar con jueces 
atentos a su tiempo y capaces de leer hacia dónde la sociedad encamina sus 
pasos, pero tal responsabilidad no debe quedar entregada a los vaivenes y ve-
leidades del humor popular o en las manos de ciertos grupos de interés.

La disyuntiva anterior generalmente se aborda a través de sistemas mix-
tos, que contemplan una fase de evaluación técnica de los candidatos y otra 
de carácter más político, en donde la ciudadanía no interviene directamente, 
como sería en una elección, sino a través de sus representantes, ya sea el 
gobierno o el parlamento, o ambos a la vez. En el caso chileno, la fase que 

5	 La mayoría de los jueces estaduales se eligen por votación popular en los Estados Unidos, incluyendo 
a los integrantes de 39 de las 50 Cortes Supremas de los Estados. También se eligen por voto popular 
los jueces en algunos cantones en Suiza y los jueces de paz en Colombia, Perú y Venezuela. Bolivia 
es el único país Latinoamericano que contempla la elección popular de los Magistrados del Tribunal 
Supremo de Justicia, del Tribunal Agroambiental, del Tribunal Constitucional y del Consejo de la Ma-
gistratura (los demás jueces son designados por el Consejo de la Magistratura).
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se podría llamar técnica recae en el propio poder judicial, a través de la for-
mación de ternas o cinquenas por parte del superior jerárquico6, dentro de 
las cuales debe escoger, en la fase política del proceso, el poder ejecutivo al 
juez que será nombrado o promovido, nombre que, para los ministros de la 
Corte Suprema, debe ser ratificado por el voto conforme de los dos tercios 
de los senadores en ejercicio7. Sistemas parecidos al chileno, que suman la 
intervención del poder judicial y de las autoridades políticas, se encuentran 
en Guatemala, Honduras, Nicaragua, República Dominicana y Panamá.

Otros países de América Latina, los menos, a decir verdad, han optado por 
un sistema únicamente de cooptación de los jueces de instancia, los cuales 
son designados de manera directa por la cúpula judicial, enfatizando de este 
modo el componente técnico de la función judicial por sobre el político. Es 
lo que sucede en Costa Rica y en Uruguay, países en que solo en el nombra-
miento de los integrantes de las respectivas Cortes Supremas interviene el 
poder político (el Parlamento, en ambos casos). 

Sin dudas, el sistema que ha pasado a ser el preferido en los últimos años, 
siguiendo las experiencias europeas de postguerra, consiste en atribuir esta 
facultad a un Consejo de la Magistratura, que generalmente cuenta con una 
representación mixta –aunque variable– de políticos y judiciales. Es lo que hoy 
sucede en Argentina, Colombia, Ecuador, El Salvador, México, Paraguay y Perú.

3. La carrera judicial y la intervención política en las designaciones

Cualquier análisis del sistema de designaciones y promociones judiciales en 
nuestro país no puede desconocer que este se ve condicionado por las particu-
laridades de la carrera judicial. El que este texto abarque no solo designaciones 
sino también las promociones, se debe precisamente a la existencia de una 
carrera judicial que, al igual a lo que sucede en la mayoría de los países de rai-
gambre continental, implica concebir la función judicial como una alternativa 
o camino profesional, en la cual los abogados entran jóvenes a desempeñarse 
en los cargos más bajos del escalafón (y, en una proporción relevante, incluso 
como funcionarios judiciales, antes de pasar a ser jueces), con la expectativa 

6	 Las cinquenas operan solo para la designación de ministros de la Corte Suprema y es elaborada por los 
propios integrantes de ese tribunal. Debe tenerse presente que la carrera judicial no excluye en Chile 
la designación de externos en cargos de cualquier nivel de la misma.

7	 Esto a partir de la modificación del texto constitucional aprobada mediante la Ley 19.541 de 1997.
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de mantenerse en ella, si no toda su vida profesional, al menos durante una 
parte relevante de la misma y, por lo mismo, de ir progresando conforme a la 
antigüedad y merecimientos8. 

Suele decirse que un buen juez debe ser desagradecido, en el sentido que 
no debe sentirse comprometido hacia quien lo designó, lo que, en la práctica, 
se traduce en adoptar decisiones contrarias a los intereses de esa autoridad, 
si los hechos y el derecho aplicable al caso así lo justifican. Pero, es bastante 
difícil ser desagradecidos cuando se espera y busca un ascenso en el futuro. 
Respecto a este asunto surge con fuerza el tema de la independencia del juez 
al fallar. ¿Puede serlo realmente el juez que arriesga el futuro de su carrera 
si falla de determinada manera? Pretender que un juez en tales condiciones 
pueda hacer completa abstracción de sus intereses personales es pedirle a 
esos abogados conductas que exceden lo exigible a cualquier mortal. 

Por ello parece mucho más adecuado el sistema de los países anglosa-
jones, en que derechamente no hay una carrera judicial. No existe la idea 
de promoción o ascenso, pues las designaciones judiciales son solo para el 
cargo de que se trate y, cualquiera que quiera acceder a otro cargo, debe pos-
tular en igualdad de condiciones a quien viene de fuera del poder judicial. 
Otra ventaja de estos sistemas es que persiguen que lleguen a los cargos 
judiciales abogados de experiencia, luego de un periodo más o menos pro-
longado de ejercicio profesional. Distinta es la situación de países con “ca-
rrera judicial”, donde los jueces comienzan jóvenes a ejercer sus funciones 
y, en el caso de Chile, realmente muy jóvenes, lo que ha llevado al director 
de la Academia Judicial a señalar que “[u]no podría preguntarse si no es 
más conveniente un sistema donde se ingrese a la calidad de juez con más 
edad, pensando en la experiencia profesional, pero fundamentalmente [en] 
la experiencia de vida”9.

Sin embargo, por mucho que se considere mejor un sistema sin carrera10, 
es necesario convivir con la realidad chilena en que esta existe y no parece 
haber intención de suprimirla. 

8	 Los jueces en Chile permanecen en sus cargos en forma indefinida, gozando de inamovilidad mientras 
se mantenga su buen comportamiento. Solo deben cesar al cumplir 75 años de edad.

9	 Declaraciones de Eduardo Aldunate disponibles en http://ucv.altavoz.net/prontus_unidacad/site/ar-
tic/20121012/pags/20121012014911.html.

10	 También existen otras razones: no parece correcto que alguien ejerza indefinidamente un cargo ju-
dicial sin someterse a ninguna evaluación (todas las autoridades que ejercen soberanía se someten 
periódicamente a la renovación de sus cargos mediante elecciones), pero la experiencia indica que 
todas las evaluaciones que se hacen de los jueces resultan problemáticas desde el punto de vista de su 
independencia.
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En ese contexto, se debe pensar en un sistema de promociones que consi-
dere si aquél que pretende ascender es un buen o un mal juez, pero de mane-
ra reflexiva. No parece razonable que un juez pretenda ser promovido sin que 
sea sometido a escrutinio su trabajo previo como magistrado. Es más, se de-
biera aspirar a que ese escrutinio fuera permanente, intenso y transparente; y 
es en sus sentencias donde puede encontrase evidencia sobre su calidad pro-
fesional. Realmente cuesta imaginar qué otra cosa pueda ser más relevante de 
examinar para evaluar el trabajo de un juez que sus fallos11. Si su evaluación 
prescindiera de ellos tendría que centrarse en cuestiones puramente adjetivas 
y secundarias. 

El ideal sería que ese examen cubriera un conjunto relevante de los fallos 
del juez sujeto a escrutinio y que consistiera en un ejercicio serio de indaga-
ción sobre la calidad del razonamiento contenido en ellos. Por el contrario, 
no parece justo que toda una carrera judicial sea juzgada en función de una 
determinada sentencia y solo en consideración a si quien emite ese juicio 
está de acuerdo o no con lo resuelto en ella. Tampoco parece correcto acudir 
a un ejercicio meramente estadístico sobre, por ejemplo, cuántas condenas 
ha dictado un determinado juez o las veces que rechazó solicitudes de prisión 
preventiva. Pero se debe reconocer que no es posible evitar que un órgano de 
carácter político, encargado de la designación, haga un análisis parcial, frívolo 
o según su propia conveniencia del trabajo jurisdiccional. Solo es factible pen-
sar en ciertos resguardos, los que serán analizados en detalle más adelante, 
tales como asegurar que toda la información esté efectivamente disponible 
para ser analizada, que el proceso sea transparente y sujeto a escrutinio pú-
blico, y que las votaciones individuales y su justificación sean públicamente 
conocidas. 

En otros términos, el problema en las promociones no radica en que 
intervenga la política en ellas, pues sería imposible que no sucediera, desde 
el momento que se le confiere esta participación precisamente a un órgano 
político, sino más bien en la calidad de la política que interviene. La solución 
no pasa por excluir la política (lo que tendría consecuencias aun más perni-
ciosas), sino tratar de mejorar la calidad de la política en estas cuestiones. 

11	 No es correcto lo sostenido en la carta de Miguel Otero citada al comienzo de este texto, en el sentido 
de que el presidente o los senadores violen la Constitución si consideran los fallos previos de un juez 
al momento de su nombramiento, pues en ningún caso hacerlo implica “avocarse causas pendien-
tes, revisar sus fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos”. No 
se persigue, en estas situaciones, alterar o inmiscuirse en el contenido de los fallos judiciales, sino 
utilizarlos para evaluar la idoneidad de un candidato, lo que es perfectamente lícito al alero del texto 
constitucional.
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No es realista que, en un sistema de promociones con un componente po-
lítico, quienes decidan no lo hagan pensando en sus preferencias políticas: 
van a votar por el candidato que estimen más afín con sus ideas; por ello, 
debe establecerse como objetivo excluir a los malos candidatos. Esto debiera 
ser particularmente claro tratándose de los miembros de la Corte Suprema: 
no cualquiera debiera poder llegar a integrar esos altos cargos, pero nada 
debiera impedir que entre los candidatos calificados quien escoja lo haga 
por razones políticas.

Este resultado no depende solo de la calidad del debate político, pues está 
condicionado a que el proceso de filtro anterior de los candidatos, realizado 
por el poder judicial supuestamente bajo criterios técnicos, sea suficiente-
mente eficaz y riguroso. La Corte Suprema ha estado consciente de la ne-
cesidad de sofisticar este proceso, en pos de lo cual, luego de sus jornadas 
de reflexión de 2007, dictó el Acta 274-2007 donde estableció que era ne-
cesario contar con información completa de los candidatos al momento de 
conformar las ternas respectivas, indicándose que las postulaciones debían 
contener, entre otros antecedentes, el currículum de los interesados, sus úl-
timas calificaciones, y la cantidad de sentencias dictadas en el periodo ante-
rior al concurso. Posteriormente, en 2008, luego de las jornadas de Reñaca, 
dictó un nuevo auto acordado (Acta 275-2008) que supuso un avance en la 
misma dirección, estableciéndose la publicidad de las cinquenas y ternas, 
tanto respecto a los antecedentes que fueron considerados en su elaboración 
como en cuanto a cómo votaron los distintos ministros que concurrieron a 
su elaboración. 

La importancia de analizar el trabajo judicial de quienes aspiran a una 
promoción quedó formalmente consagrada por la propia Corte Suprema 
desde el llamado a concurso para llenar el cargo vacante por el cese de 
funciones del ministro Marcos Libedinsky, donde se dispuso que se debía 
acompañar “copia de 10 fallos dictados en los últimos 3 años cuya redac-
ción les haya correspondido efectuar” (Edicto de la Presidencia del 18 de 
noviembre de 2008). 

Sin perjuicio de reconocer que todas las medidas antes reseñadas consti-
tuyen avances, lo cierto es que el proceso técnico de reclutamiento y selección 
a cargo del poder judicial sigue siendo deficiente, tal como examinaremos a 
continuación.
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4. ¿Funciona adecuadamente la fase técnica de nuestro sistema de 
nombramientos y ascensos?

La consecuencia indeseada de la injerencia de la política en las designacio-
nes judiciales, es decir, que malos candidatos lleguen a ocupar los cargos de 
jueces, no es muy distinta a lo que sucede en el resto de la Administración 
Pública, particularmente en los cargos de exclusiva confianza del Presidente 
y sus ministros. Allí también se requiere de buenos y competentes directivos 
públicos, pero asumiendo que ellos no pueden ser neutros políticamente y 
que al menos deben tener sintonía con las autoridades con las cuales deberán 
trabajar. Para lograr ello, y luego de un amplio debate público, se creó el Ser-
vicio Civil y se desarrolló el Sistema de Alta Dirección Pública (Ley 19.882 de 
2003). La lógica de este sistema que, insistimos, no se diferencia de la que de-
biera informar las designaciones y promociones judiciales, es que debe existir 
una fase técnica de reclutamiento y selección de candidatos que asegure que, 
luego, en la fase política, el nombramiento deba producirse dentro de un uni-
verso de profesionales realmente idóneos.

Si el símil es correcto, el rol del poder judicial dentro del sistema de 
nombramientos judiciales debe ser el de asegurar un procedimiento de re-
clutamiento y selección técnicamente correcto a objeto de producir ternas y 
cinquenas integradas con candidatos adecuados dentro de los cuales pueda 
escoger la autoridad política con la confianza de que cualquiera de ellos tiene 
las aptitudes y competencias suficientes para ser un buen juez. De ser así, 
se desdramatiza el componente más político de esa última fase en el proce-
so de selección, pues, aunque se busque identidad con el nominado, ello no 
aparejará que malos candidatos sean designados como jueces únicamente en 
función de sus lealtades.

Lo anterior resalta la importancia estratégica de la etapa técnica de selec-
ción en manos del poder judicial. Pues bien, la pregunta que surge natural-
mente a continuación es qué tan bien se está llevando a cabo esa etapa o, en 
otros términos, qué tan técnica es realmente esta fase en Chile.

Hoy esa etapa técnica de los sistemas de reclutamiento, administración de 
concursos y selección de personal, se encuentra bastante estandarizada, no 
solo en el ámbito privado, sino también en la Administración Pública, incluso 
para los cargos de exclusiva confianza, desde la creación de la Alta Dirección 
Pública. En lo que sigue analizaremos los pasos o componentes que en lo 
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fundamental debe seguir cualquier sistema profesional de selección, compa-
rándolo con la forma en que se realizan las designaciones judiciales actuales 
en Chile.

El paso inicial cuando existe una vacante a proveer es elaborar una defini-
ción precisa de esta, lo que comúnmente se llama “perfil del cargo”. En este 
deben especificarse todas las cuestiones asociadas al mismo, como el tipo 
de trabajo a realizar, las habilidades y requisitos que deben reunir los pos-
tulantes, las metas a cumplir, la vinculación jerárquica, el número y tipo de 
dependientes, el presupuesto que debe administrar y el sueldo que recibirá, 
entre otras cuestiones. Una precisa y correcta definición de este perfil es fun-
damental para la búsqueda de candidatos adecuados. En la confección de ellos 
es conveniente que participen personas que conozcan muy bien la institución 
y el cargo que se desea proveer, así como expertos en procesos de selección 
de personal.

Hoy no existe nada parecido a un perfil de cargo en los procesos de selec-
ción llevados a cabo por el poder judicial. La información que se publica se 
limita a indicar el nombre del cargo, su grado en el escalafón y el tribunal en 
el que deberá servir. Diferente es la situación de los nombramientos en los tri-
bunales tributarios y aduaneros y en los ambientales, pues en ellos el sistema 
de selección quedó entregado a la Alta Dirección Pública, contemplándose 
entonces la elaboración de un perfil como el señalado12.

Un sistema de reclutamiento abierto y bien publicitado que logre informar y 
despertar el interés de todos los posibles candidatos a postular. En casos de car-
gos que son más complejos de ser llenados, por el nivel y las especificidades de 
los perfiles requeridos, hoy es cada vez más común complementar los sistemas 
públicos de reclutamiento con la contratación de empresas especializadas de 
head hunters, las que se encargan de contactar directamente potenciales candi-
datos que calzan con los perfiles requeridos y los motivan a postular.

La principal innovación realizada en el poder judicial a este respecto se en-
cuentra en el rol que juega la Academia Judicial en las designaciones iniciales 

12	 La Ley 20.322 creó los tribunales tributarios y aduaneros, estableciendo que la designación de sus 
jueces corresponderá al presidente de la República de una terna propuesta por la respectiva Corte de 
Apelaciones. La Corte debe componer dicha terna a partir de una lista de entre 5 y 10 nombres que, a 
su vez, le proponga el Consejo de Alta Dirección Pública, siguiendo al efecto el procedimiento general 
para el nombramiento de altos directivos públicos de primer nivel, correspondiéndole al Consejo defi-
nir el perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo (artículo 5°). Similar sistema contiene la 
Ley 20.600 para la designación de los ministros de los tribunales ambientales, con la diferencia que el 
presidente debe escoger de una cinquena que le proponga la Corte Suprema, la que a su vez debe ser 
confeccionada a partir de la lista de entre 6 y 8 nombres que le proponga el Consejo de Alta Dirección 
Pública.
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para los cargos de juez. Como se sabe, la Academia administra el programa 
de formación para postulantes al escalafón primario del poder judicial13, que, 
si bien no es un requisito legalmente indispensable para acceder a dichos 
cargos, en la práctica ha pasado a serlo14. A este programa se ingresa a través 
de un concurso público, el cual debe ser anunciado en el Diario Oficial y en 
otro de circulación nacional. Este nuevo sistema de ingreso, basado en un 
concurso transparente, ha tenido como efecto interesar a muchos abogados 
jóvenes15, algunos con excelentes antecedentes académicos, a postular al po-
der judicial16, cosa que antes era más bien la excepción. Sin embargo, la atrac-
ción de abogados externos ha ido disminuyendo con el tiempo, siendo cada 
vez más funcionarios judiciales quienes cursan este programa con el fin de 
pasar del escalafón de empleados al primario17.

Por otra parte, la ganancia que la Academia Judicial significó en hacer 
competitivas las designaciones al inicio de la carrera judicial y atraer hacia 
esos cargos a buenos postulantes externos, tuvo como contrapartida la conse-
cuencia de dificultar, al extremo de hacer casi imposible, que buenos aboga-
dos externos, con un ejercicio ya más o menos prolongado, accedan a cargos 
de jueces, pues resulta muy gravoso tener que someterse, como paso previo a 
la designación, a un curso de seis meses de duración18.

Incluso al nivel de la Corte Suprema, donde no existe esta limitación para 
recibir postulantes externos, pues ellos no deben hacer curso de formación 

13	 Ley 19.346, Título III.

14	 El artículo 284 bis del Código Orgánico de Tribunales establece que en los concursos a cargos del 
Escalafón Primario solo pueden figurar abogados extraños al poder judicial que hayan aprobado este 
programa de formación, pero si no hubiesen interesados que cumplan ese requisito se llamará a un 
segundo concurso abriéndose la posibilidad de que en él postulen abogados extraños que no lo hayan 
cursado.

15	 Resulta también atractivo pues quienes sean aceptados en el curso reciben el pago de una beca durante 
todos sus estudios (de aproximadamente $850.000 mensuales), incentivo que además coincidió con 
un periodo en que las remuneraciones judiciales se incrementaron pasando a ser una de las alternati-
vas laborales más competitivas para un joven abogado.

16	 Cerca de 400 abogados postulan a cada concurso para este programa, siendo seleccionados tan solo un 
promedio de 24 por curso. Para esa selección, las notas universitarias pesan un 20% y el 80% restante 
corresponde a los resultados de las pruebas a que se somete a los postulantes, a lo que luego se suma 
una entrevista personal. Entre 1996 y 2012 se dictaron 60 cursos de formación de los cuales egresaron 
1.381 postulantes, un 67,2% provenientes de Universidades del CRUCh. Ver reportaje en El Mercurio 
Legal, De qué universidades son los egresados de la Academia Judicial, 12 de marzo de 2012.

17	 Desde 2005 hasta la fecha (con un total de 32 cursos), el porcentaje promedio de funcionarios del 
poder judicial que cursan el programa de formación alcanza un 15%. En los cursos, desde 2012 hasta 
la actualidad (4 cursos en total), este porcentaje promedio se duplica (31%).

18	 Es decir, la propia Academia Judicial ha contribuido al efecto de bajar la edad en que comienzan sus 
funciones los jueces, que era el problema que levantaba el director de esa Academia. Ver nota 9.
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alguno, la posibilidad de que la designación recaiga en un no judicial se ha 
convertido con el tiempo en algo prácticamente imposible. Esta fue la moti-
vación para la reforma constitucional de 1997 (Ley 19.541) que estableció que 
obligatoriamente 5 de sus 21 integrantes debían ser abogados externos al po-
der judicial, con la idea, expresada en el mensaje presidencial, de incorporar a 
ese alto tribunal a “destacados y prestigiosos abogados”, ya fuera provenientes 
del ejercicio profesional o del mundo académico.

Si bien esa reforma cumplió inicialmente su cometido de atraer a destacados 
abogados ajenos a los tribunales, lo cierto es que con el tiempo devino en que 
la designación en los cupos de externos recayera en abogados integrantes de la 
misma Corte Suprema19, con un perfil muy similar al de los propios judiciales20. 

Una posibilidad para mejorar el sistema de reclutamiento de abogados 
externos para la Corte Suprema sería recurrir a empresas de head hunters que 
pudieran interesar a más candidatos del perfil buscado. Pero es difícil que, 
con una medida de este tipo, se logre paliar completamente la falta de interés 
de destacados abogados externos en postular a la Corte Suprema. Aparente-
mente, habrían razones más estructurales para ello. Es la tesis que levanta 
Luis Pásara, quien, hablando en general para América Latina, no específica-
mente para Chile, sostiene que “[e]l nivel de reputación –y, por consiguiente, 
de reconocimiento social– que conlleva el cargo de miembro de una corte 
suprema no aconseja postular a aquellos abogados que, en el ejercicio profe-
sional y/o en la docencia, han realizado una trayectoria exitosa. Algunos abo-
gados de estos sectores temen que su prestigio pueda verse afectado por una 
etapa de integración a un poder judicial cuyos rendimientos son deficientes y 
que recibe la desconfianza mayoritaria de la población”21. 

19	 Esto resulta paradojal por cuanto el aumento del número de integrantes de la Corte con estos 5 aboga-
dos externos se justificó en el mensaje presidencial precisamente en que se suprimirían los abogados 
integrantes de la Corte Suprema, por lo que en esta reforma se excluyó la alusión que en el texto 
constitucional se hacía a ellos (artículo 78 de la Constitución). Sin embargo, la reforma legal comple-
mentaria necesaria para sellar esa supresión, que se prometió en el mensaje presidencial, nunca se 
concretó y hasta el día de hoy siguen existiendo abogados integrantes en la Corte Suprema. Realmente 
todo el sistema de carrera judicial, lleno de resguardos, queda en cuestión con la existencia de aboga-
dos integrantes, quienes, por lo pronto, no gozan de inamovilidad. En el caso de la Corte Suprema, la 
intervención del Senado en la designación de sus integrantes pierde sentido desde el momento en que 
los abogados integrantes, que gozan del mismo poder que un titular, son designados prescindiéndose 
de su intervención.

20	 Quien encarnó perfectamente el perfil del nuevo integrante externo de la Corte Suprema fue Enrique 
Cury, destacado académico penalista que se incorporó en 1998 a la Corte Suprema en uno de los 5 
cupos reservados a abogados externos. Sin embargo, renunció anticipadamente a la Corte en 2006, 
pasando a dedicarse al ejercicio privado.

21	 Pásara, Luis, “Selección de jueces para las cortes supremas: Dificultades y prevenciones”, en Revista 
Aportes DPLF, N° 17, diciembre 2012, p. 7.
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A lo anterior habría que agregar que existen fuertes desincentivos para 
que “destacados y prestigiosos abogados” se presenten a concursos cuando el 
desarrollo de estos y, sobre todo, los criterios con los que son dirimidos no dan 
plena confianza. El riesgo de perder en ellos es muy alto y apareja la posibili-
dad de quedar públicamente cuestionado tras el proceso. 

En cualquier caso, la pretensión de atraer a estos cargos a prestigiosos abo-
gados provenientes del ejercicio profesional siempre tuvo que enfrentar dos 
problemas adicionales. Por una parte, el económico, pues, si bien las remune-
raciones judiciales son muy atractivas en términos de mercado al inicio de la 
carrera judicial, van perdiendo competitividad en la medida que esta avanza. 
Lo más probable es que a un abogado exitoso en el ejercicio profesional entrar 
a la Corte Suprema le impondría un fuerte sacrificio económico que pocos 
están dispuestos a asumir. Por otra, un abogado de activo ejercicio, más aun 
si es socio de un estudio, se vería enfrentado a innumerables y complejos con-
flictos de interés de llegar a la Corte. Por ello, siempre fue más viable interesar 
en estos cupos a académicos prestigiosos.

La tercera fase de un sistema de selección consiste en la recopilación y 
análisis de los antecedentes de los candidatos. Para estos efectos, el sistema 
de la Alta Dirección Pública descansa en empresas especialistas en selección 
de personal, las que operan bajo la vigilancia del propio Consejo de la Alta 
Dirección Pública o de un Comité de Selección22, que intervienen tomando 
decisiones en hitos claves del proceso. Este comienza con un análisis curri-
cular de los postulantes para i) despejar aquellos que no cumplen los requisi-
tos y luego ii) determinar el universo de los candidatos más promisorios que 
debieran pasar a la etapa siguiente. Luego se realiza la evaluación en profun-
didad de los candidatos, la cual consiste en entrevistas para determinar sus 
competencias, evaluación psicolaboral y chequeo de las referencias laborales. 
En ese momento cesa el trabajo de la empresa, correspondiéndole al Consejo 
o al Comité de Selección determinar primero los candidatos que deben pasar 
a la etapa de entrevistas, realizarlas luego y, finalmente, conformar la nómina 
(generalmente una terna) sobre la cual deberá, en la fase política del proceso, 
pronunciarse la autoridad encargada de hacer el nombramiento (presidente o 
jefe superior del servicio, de acuerdo al nivel jerárquico). 

22	 El Consejo de Alta Dirección Pública interviene en los cargos del primer nivel jerárquico y los Comités 
de Selección lo hacen en los de segundo. Estos últimos son integrados por un representante del Con-
sejo (denominado “profesional experto”), un representante del ministro al que pertenece la repartición 
o servicio del cargo que se busca proveer y un representante del director de esa repartición o servicio.
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Se trata de un proceso altamente formalizado, con criterios y reglas claras 
y transparentes para cada una de las etapas, en el que, además, se garantiza la 
confidencialidad a los postulantes.

Nada parecido existe en las designaciones judiciales en que todo el proceso 
se caracteriza por su informalidad y por la precariedad de la información dis-
ponible. El único avance en la materia ha sido la dictación del ya citado Auto 
Acordado sobre Nombramientos y Promociones en el Poder Judicial (Acta 
274-2007), la cual contiene la información que debe ponerse a disposición de 
los llamados a dirimir los concursos23, pero no la forma cómo debe generarse 
y procesarse esta y el peso que debe asignársele. De hecho, todavía la vía por 
excelencia que opera al interior del poder judicial para obtener información 
sobre los concursantes es el tradicional “besamanos”, conforme al cual, sin 
ninguna regulación y control, los candidatos deben solicitar una audiencia 
con los integrantes de los plenos que deben dirimir los concursos, con el fin 
de que los “conozcan” y se enteren de sus “merecimientos”24.

Llama poderosamente la atención que este proceso no contemple para to-
dos los jueces la realización de pruebas psicolaborales, hoy de generalizado 
uso y que incluso la propia Academia Judicial consulta para los postulantes a 
su curso de formación.

5. Debilidades de la fase política del proceso de designaciones judicia-
les en Chile

Tradicionalmente en Chile este ha sido un rol asumido en exclusividad por 
el poder ejecutivo, a través del Ministerio de Justicia, al que le correspondía 
designar todos los jueces y ministros a partir de las listas elaboradas por el 
propio poder judicial.

23	 Se trata del currículum de los interesados, sus últimas calificaciones, las anotaciones de mérito y de-
mérito en sus hojas de vida, la cantidad de sentencias que les ha correspondido redactar en el último 
año, el número de sentencias pendientes de dictar con plazo ya vencido, las visitas realizadas y los 
procedimientos disciplinarios instruidos, la cantidad y duración de los permisos solicitados, la forma 
como han efectuado las calificaciones del personal a su cargo, los cursos de perfeccionamiento realiza-
dos y las notas obtenidas en el curso de formación de la Academia Judicial, cuando corresponda.

24	 En entrevista aparecida en el diario El Mercurio el 5 de abril de 2011, la jueza Francisca Zapata –miem-
bro de la directiva de la Asociación Nacional de Magistrados– describía la práctica de la siguiente 
manera: “El juez entra haciendo genuflexiones, y pide y habla de sus méritos supongo, y de su interés 
en el cargo (…) El nombre lo dice: lo que tú debes hacer es mostrar una actitud sumisa a la jerarquía, 
conducente a reproducir esta cultura interna, porque si este señor va a tomar una decisión por ti, tú 
deberías asimilarte a las exigencias del sistema”, todo lo cual le lleva a calificarlo como un proceso 
“humillante” e “intolerable”.
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Sin embargo, esta situación cambió en 1997 para el caso de los ministros 
de la Corte Suprema: la reforma constitucional de ese año sumó en esas de-
signaciones al Senado de la República, el cual debe ratificar, por a lo menos 
las dos terceras partes de sus miembros en ejercicio, la propuesta que le haga 
el presidente, la que a su vez debe recaer en uno de los cinco nombres que 
le propone la misma Corte Suprema. En el mensaje en que se promovió este 
cambio no se ahondó en las razones que lo justificaban, señalándose simple-
mente que: “La circunstancia de que el llamado ‘poder judicial’ sea uno de los 
poderes del Estado, el único, por lo demás, al que la Constitución le asigna 
explícitamente esa calidad, y en atención a que los integrantes de dicho poder 
del Estado no sean elegidos directamente por sufragio universal, amerita que, 
específicamente en el caso de los ministros de su máximo tribunal y el Fiscal 
Nacional, participen en su nombramiento los restantes poderes del Estado”. 
Es sabido que el déficit democrático no afecta solo a los ministros de la Corte 
Suprema sino a todos los jueces, por lo que hubiera sido adecuado entregar 
razones adicionales que justificaran circunscribir el cambio solo a los prime-
ros. Por su parte, en el debate parlamentario se hizo mención a la especial 
necesidad de legitimación que requieren los ministros de la Suprema25, aun-
que también hubo voces que alertaron sobre el riesgo de excesiva politización 
que implicaría sumar a una cámara indudablemente política en el proceso26. 

Más allá de la intervención de un tercer órgano en el proceso, que eviden-
temente lo complejiza y ralentiza, el principal problema ocasionado por esta 
reforma se debe al alto quórum exigido para la aprobación de las nominacio-
nes en la cámara alta. Una medida pensada originalmente para dotar de ma-
yor legitimidad a los nombramientos generó en definitiva el efecto contrario, 
cubriendo con un manto de cuestionamientos todo el proceso. La razón es 
bastante obvia: la altísima cantidad de votos que se requieren27 fuerza necesa-
riamente a que las designaciones sean fruto de una negociación, pues es muy 
difícil que alguna agrupación política logre alcanzar una mayoría que le per-
mita, por sí sola, aprobar en el Senado una designación ante la Corte Supre-
ma. Y no se trata de una negociación cualquiera, pues un grupo minoritario, 

25	 Ver el Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, Boletín 
2058-07, 26 de agosto de 1997, donde se consigna que: “La mayoría juzgó apropiado y conveniente 
un sistema de generación del máximo tribunal de la República que concite el consenso institucional 
reseñado, factor que incrementará la legitimidad de los jueces de la Corte Suprema y que aminorará el 
efecto de cooptación a que tiende la modalidad actualmente vigente”.

26	 Ver, al respecto, la opinión minoritaria del senador Fernández en el mismo informe antes citado. 

27	 En la actual composición del Senado, se requieren 25 fotos favorables de los 38 miembros en ejercicio.
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capaz de reunir tan solo un tercio de los votos, basta para bloquear el proceso 
de designación; es decir, tiene capacidad de veto sobre cualquier nominación.

La principal consecuencia de este sistema es que es muy poco probable 
que un candidato fuerte, que ha tenido una presencia judicial activa, con ideas 
definidas, pase este cedazo y obtenga los votos suficientes para su nomina-
ción. Resulta probable que un candidato con un liderazgo claro o que le haya 
correspondido intervenir en causas con connotación política haya dejado a 
personas disconformes con su actuar, que bien pueden pasarle la cuenta en 
una futura promoción. Esto es inevitable en el marco de un proceso de se-
lección político; lo que no es aceptable es otorgar a un grupo minoritario el 
poder de entrampar las designaciones. Es lo que ha sucedido, por lo demás, 
con jueces de esas características como Milton Juica (cuya nominación fue 
vetada en 1998), Carlos Cerda (en 2006) y Alfredo Pfeiffer (en 2008). Los 
dos primeros habían estado activamente involucrados en causas de derechos 
humanos, por lo que fueron rechazados por sectores de derecha; el tercero, 
con una fuerte postura conservadora, fue rechazado por sectores de izquierda. 
La única forma que un juez con estas características logre vencer este veto es 
formando parte de una negociación más amplia, con el fin de lograr que un 
candidato etiquetado como de un lado sea aprobado a cambio de que luego lo 
sea uno del otro, replicando así, en las designaciones para la Corte Suprema, 
la lógica perversa del sistema binominal.

Buen ejemplo de ello es la situación del ministro Milton Juica, cuya desig-
nación fue aprobada cuando volvió a serle propuesta a la cámara alta en 2001, 
oportunidad en que solo recibió 3 votos en contra pese a que la composición 
del Senado no era muy distinta a la del que lo rechazó. Recientemente se 
aprobó también –y por unanimidad– la designación del ministro Carlos Cer-
da ante la Corte Suprema, en cumplimiento de un acuerdo existente desde la 
designación de la ministra Gloria Ana Chevesic28. 

Quizás la mejor prueba de que en todo este juego poco tienen que ver los 
antecedentes de los candidatos sea lo que sucedió con la ministra Margarita 

28	 Acuerdo que estuvo a punto de fracasar cuando el gobierno postuló al ministro Carlos Aránguiz a 
la Suprema antes que a Cerda. Ver al respecto El Mercurio, Oposición visa ascenso de Aránguiz a la  
Suprema, pero lo “amarra” a postulación de Cerda, 23 de diciembre de 2013, disponible en: http://
www.emol.com/noticias/nacional/2013/12/23/636292/senado-aprueba-la-designacion-del-juez-aran-
guiz-a-la-corte-suprema.html. Sin embargo, fue el acuerdo alcanzado entre los senadores Alberto Es-
pina (RN) y Jorge Pizarro (DC) el que selló la designación de Cerda. Ver El Mercurio, Ministro Carlos 
Cerda encabeza quina para integrar la Corte Suprema, 24 de marzo de 2014, disponible en: http://

	 www.emol.com/noticias/nacional/2014/03/24/651598/ministro-carlos-cerda-encabeza-quina-para-
integrar-la-corte-suprema.html.
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Herreros, cuya nominación fue rechazada en 2005 pero luego aprobada por 
unanimidad en 2006, oportunidad en la que el senador Espina señaló que 
“las nuevas autoridades mostraron una actitud distinta a la de sus anteceso-
ras, lo que, sumado a los méritos y la trayectoria de la jueza, allanaron el ca-
mino para la ratificación unánime”29. Dado que los méritos de la candidata no 
pueden haber cambiado entre 2005 y 2006, la razón de que se aprobara la no-
minación realmente no reside en ellos, sino tan solo en “la actitud distinta” de 
las autoridades que efectuaron la propuesta, léase, su disposición a negociar. 

Sin embargo, los acuerdos no siempre funcionan bien, tal como demues-
tra la fracasada designación del ministro Juan Manuel Muñoz30, donde los 
compromisos no fueron respetados. En esa oportunidad, el pacto implicaba 
la “nominación del juez Lamberto Cisternas –supuestamente más cercano a 
la Concertación–, con el compromiso que la segunda vacante fuera precisa-
mente para el ministro de la Corte de Apelaciones”31, en alusión al ministro 
Muñoz. En esa oportunidad, el acuerdo no fue respetado por el Partido De-
mócrata Cristiano32, siendo el senador Frei quien lideró el rechazo, principal-
mente por la forma en que el ministro votó en una causa en que ese senador 
tiene intereses personales33.

La distorsión que significa el poder de veto de un grupo minoritario pone 
en cuestión estos acuerdos, a lo que se suma el hecho de que se construyen 
en forma secreta y previa a la deliberación pública que –se supone–34 debiera 
producirse en el Senado, donde llega todo ya negociado y decidido. De he-

29	 El Mercurio, Nueva ministra en Corte Suprema: Voto unánime en el Senado para Margarita Herreros, 
11 de mayo de 2006, disponible en: http://diario.elmercurio.com/detalle/index.asp?id={8b891662-
70c0-4b05-a505-ab20df2708c5} 

30	 La propuesta con su nombre fue retirada por el gobierno, luego de meses de tramitación, sin haberse 
llegado a votar siquiera en el Senado.

31	 El Mostrador, Las heridas políticas que dejó la fracasada nominación del juez Muñoz Pardo para la 
Suprema, 21 de enero de 2013, disponible en: http://www.elmostrador.cl/pais/2013/01/21/las-heridas-
politicas-que-dejo-la-fracasada-nominacion-del-juez-munoz-pardo-para-la-suprema/ 

32	 En el mismo reportaje de El Mostrador se dice que “…en el gobierno responsabilizan directa y exclusi-
vamente a la DC por no respetar la palabra empeñada”. Íd.

33	 Publica el diario La Tercera que “[d]esde la semana pasada, el senador viene planteando que le es impo-
sible votar a favor, debido a la postura del magistrado a favor de la amnistía y la prescripción en causas 
de DD.HH. y dado que en el caso de la muerte del ex Presidente Eduardo Frei Montalva, acogió algunos 
amparos presentados por imputados”. La Tercera, DC se alinea con Frei para evitar designación de juez 
en la Suprema, 8 de enero de 2013, disponible en: http://diario.latercera.com/2013/01/08/01/contenido/
pais/31-127169-9-dc-se-alinea-con-frei-para-evitar-designacion-de-juez-en-la-suprema.shtml. 

	 De más está decir que el presidente Frei Montalva era padre del senador Frei.

34	 Hasta hace muy poco la comparecencia del Candidato ante la Comisión de Constitución, Legislación y 
Justicia, y el debate y la votación en la Sala de Sesiones, eran secretos.
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cho, las negociaciones muchas veces incluyen nombres de personas que ni 
siquiera son candidatos, que no integran ninguna lista elaborada por la Corte 
Suprema, lo que implica, en alguna medida, una presión sobre la fase técnica 
que a esta le compete.

Todo el proceso descrito manda una señal muy potente a los ministros que 
quieren llegar a la Corte Suprema: la mejor forma para hacerlo es pasar desa-
percibidos, tener una conducta jurisdiccional lo más anodina posible. De otra 
forma, solo podrán llegar a ser nombrados si son parte de una muy compleja 
y desgastante negociación política.

Más allá de los problemas de la intervención del Senado en la designación 
de los supremos, la fase política del proceso de selección de jueces en Chile 
no agrega la información –necesaria para la selección final– que en esta parte 
del proceso se debiera generar. 

Es necesario levantar información de dos tipos en la fase técnica del pro-
ceso, lo que actualmente no se realiza. Por una parte, aquella atinente a la 
historia de vida de los candidatos, con el fin de determinar si están o han 
estado involucrados en situaciones que hagan políticamente desaconsejable 
que ocupen una posición de tanta relevancia, desde problemas de índole pe-
nal u otras causas judiciales relevantes a estos efectos, hasta temas relativos 
a su situación tributaria o eventuales conflicto de intereses. Naturalmente, 
determinar las situaciones que hacen poco prudente la designación es una 
cuestión de índole política, por lo que corresponde que sea en esta instancia 
donde se evalúe. 

Hoy resulta claro –sobre todo luego de los problemas habidos con las de-
signaciones de altas autoridades al inicio del actual gobierno– que, para car-
gos de alta relevancia pública, es esencial hacer un serio y exhaustivo chequeo 
de este tipo de información35. 

Por otra parte, durante la fase política se debiera complementar esa infor-
mación con toda aquella relevante para conocer las posturas, ideas o concep-
ciones de los candidatos sobre aspectos claves en el trabajo jurisdiccional, las 
que debieran, en esta etapa, llevar a preferir un candidato sobre los otros.

Los mecanismos para lograr este tipo de información –y que también pue-
den servir para obtener antecedentes del tipo anterior– son básicamente dos.

Primero, abrir a todos los interesados la posibilidad de allegar información 
al proceso, tarea que en otros países asumen activamente los medios de co-

35	 En Estados Unidos esta misión se le encarga al FBI.
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municación y ONGs o instituciones académicas interesadas en las temáticas 
judiciales. Segundo, como vía complementaria, someter a los candidatos a 
exigentes ejercicios de escrutinio público, donde tienen que dar a conocer y 
defender sus ideas sobre aspectos críticos para sus funciones. Estos ejercicios 
cuentan con la ventaja adicional de dotar de un mayor grado de legitimidad 
pública las designaciones y permitir también testear el carácter de los can-
didatos, lo que es muy difícil de hacer solo entrevistándolos o revisando sus 
antecedentes.

La clave en todo esto es que debe actuarse con publicidad, para evitar el 
tráfico de influencias, del tipo que ocurre en Chile con las “recomendaciones” 
que se suelen dar ante el Ministerio de Justicia respecto a los candidatos que 
vienen en una terna o en una quina, las que muchas veces provienen de abo-
gados litigantes36. 

En otros países de la región se ha avanzado bastante más en estas cues-
tiones. En República Dominicana, por ejemplo, los procesos de selección de 
integrantes del tribunal supremo han incluido debates en la televisión entre 
los candidatos. En otros, la intervención de la sociedad civil en el proceso 
está específicamente normada, como sucede en Guatemala y Argentina. En 
este último país, el Decreto Presidencial 222/2003 regula el procedimiento 
de designación de los ministros de la Corte Suprema Nacional establecido en 
el artículo 99 de la Constitución de la Nación Argentina, disponiendo en su 
artículo 6 que: “Los ciudadanos en general, las organizaciones no guberna-
mentales, los colegios y asociaciones profesionales, las entidades académicas 
y de derechos humanos, podrán en el plazo de quince (15) días a contar desde 
la última publicación en el Boletín Oficial, presentar al Ministerio de Justicia, 
Seguridad y Derechos Humanos, por escrito y de modo fundado y documen-
tado, las posturas, observaciones y circunstancias que consideren de interés 
expresar respecto de los incluidos en el proceso de preselección, con decla-
ración jurada respecto de su propia objetividad respecto de los propuestos”. 
Estas organizaciones tienen, además, participación en las sesiones públicas.

36	 Presencié hace ya un tiempo atrás la siguiente escena: en una actividad social un diputado le reclamó 
muy disgustado a un subsecretario de Justicia por la reciente designación de un juez en su circunscrip-
ción, a lo que el subsecretario en cuestión, muy extrañado, le contestó que habían designado a ese juez 
precisamente porque había llegado con una tarjeta de recomendación del propio diputado que ahora 
cuestionaba la designación, a lo que este le retrucó diciendo que “una tarjeta uno se la da a cualquiera”, 
queriéndole indicar que nunca debió haber sido tomada como una recomendación.
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6. Discusión sobre el órgano encargado de las designaciones

Probablemente el debate más intenso en los últimos años relativo a las de-
signaciones de jueces37 se ha centrado en el órgano encargado de efectuarlas, 
y en la posibilidad que las promociones judiciales pongan en riesgo la inde-
pendencia de los jueces38. Como hemos señalado, este problema surge por (y 
está indisolublemente ligado a) el tipo de carrera judicial con que contamos. 
Pues bien, para impedir que los jueces que aspiran a una futura promoción, 
al momento de dictar sus fallos, busquen o se sientan presionados a contentar 
con ellos a sus superiores encargados de conformar las ternas, lo que lesiona 
su independencia interna, se ha sostenido que sería conveniente entregar las 
designaciones a un órgano distinto, llamado consejo de la judicatura39.

Discutir las ventajas y las desventajas de los consejos de la judicatura exce-
de los propósitos de este trabajo40. Sin perjuicio de ello, quisiera limitarme a 
un comentario crítico a esta opción a partir de lo que es la tesis principal del 
presente texto: la conveniencia de distinguir en los procesos de nombramien-
tos y promociones judiciales una fase de evaluación técnica de los candidatos 
de otra de elección propiamente política. Si ambas fases son entregadas a un 
mismo órgano –lo que sucede en el caso de los consejos– esta diferenciación 
deja de ser viable, resulta perjudicada, tal como la experiencia indica, la fase 
técnica. En otros términos, las consideraciones políticas terminan imponién-
dose como las únicas relevantes durante el proceso.

La ventaja del sistema que proponemos, con una nítida diferenciación de 
fases, es que logra –al menos en teoría– circunscribir el ámbito sobre el cual 
son adoptadas las decisiones políticas, a partir de la constatación de que estas 
son siempre muy difíciles de conducir hacia la elección de los mejores e in-

37	 Generalmente se excluye de esta discusión la designación de los integrantes de la Corte Suprema, pues 
el carácter más político de sus funciones justificaría mantener esta atribución en un órgano propia-
mente político.

38	 Ver al respecto los textos contenidos en la publicación La judicatura como organización, (Expansiva e 
Instituto de Estudios Judiciales), 2007. Especialmente el de Horvitz, María Inés, “Independencia de 
los jueces y estructura judicial”, p. 125 y ss. Adicionalmente, buena parte del “Foro Judicial” convocado 
por la Asociación Nacional de Magistrados en 2012 giró sobre este tema, aunque sus resultados, a la 
fecha, no se encuentra publicados.

39	 Los consejos en Europa tienen básicamente la función de designar jueces, además de algunas otras 
vinculadas a la carrera judicial, a diferencia de lo que sucede en la mayoría de los países de América La-
tina, donde, además, se les han conferido funciones en materia de gobierno y administración judicial.

40	 Mi opinión, en cualquier caso, es crítica a estas instituciones, lo que se funda en buena medida en los 
problemas prácticos que su operatoria ha generado en la región. Ver al respecto mi texto “Alternativas 
para estructurar el gobierno judicial respectando la independencia de los jueces”, en La judicatura 
como organización, op. cit., p. 97 y ss.



160

cluso, en los casos más extremos, de candidatos siquiera idóneos. El modelo 
que se ha expuesto busca preseleccionar, bajo criterios técnicos, a un universo 
acotado de postulantes sobre el cual podrá pronunciarse la política. Natural-
mente, algo así va contra los intereses propios de la política, expansiva por 
definición en sus prerrogativas, que no desea tener más restricciones que 
las que sus propios intereses le imponen, por lo que, si de ella dependiera, la 
fase técnica nunca gozaría de autonomía suficiente como para efectivamente 
convertirse en un límite.

Esto, por lo demás, se observa en los países que cuentan con consejos, 
los que se transforman en órganos fáciles de cooptar, ya que el poder de rea-
lizar las designaciones judiciales se concentra en unas pocas personas. La 
influencia política al interior de los consejos ha sido una constante, incluso en 
aquellos cuya composición es de mayoría judicial41. Y si estos consejos llegan 
a mostrar un grado de independencia mayor al tolerado por las autoridades 
políticas, es mucho más fácil intervenirlos que al poder judicial en general42. 

En definitiva, la experiencia indica que lo que puede ganarse en términos 
de independencia interna con los consejos se puede perder, y con mucho, en 
términos de independencia externa. 

7. Conclusiones: Posibles mejoras a nuestro sistema de designaciones

De lo expuesto quisiera puntualizar algunas ideas que, a mi juicio, servirían 
para mejorar significativamente el proceso de nombramientos y promociones 
judiciales en Chile: 

1.	 Si se analiza el debate público habido en Chile sobre este tema, en bue-
na parte recogido en estas páginas, es posible apreciar que este se con-
centra fundamentalmente en la fase política del proceso, respecto de la 
cual llueven las críticas. Lo cierto es que requiere de modificaciones evi-
dentes, tales como las ya mencionadas relativas a incorporar sistemáti-

41	 El mejor ejemplo de ellos es el Consejo General del Poder Judicial de España (establecido en la Consti-
tución de 1978), el que, pese a haber sido reformado en 2001 para limitar la influencia de la política en 
la elección de los vocales de procedencia judicial, ha visto que esa situación se agudiza en los últimos 
años.

42	 Buen ejemplo de ello es lo sucedido en 2013 en Argentina, donde la presidenta Fernández promovió 
una reforma para que los integrantes del Consejo de la Magistratura Federal fueran elegidos por vo-
tación popular, reforma que en definitiva fue declarada inconstitucional por la Corte Suprema de la 
Nación.
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camente un chequeo de los antecedentes personales de los candidatos, 
elevar los niveles de publicidad y participación en el proceso y, sobre 
todo, bajar el quórum de aprobación en el Senado de las designaciones 
de ministros de la Corte Suprema. Pero, en cualquier caso, estos cam-
bios debieran reafirmar la importancia de mantener una etapa política, 
diferenciada de la técnica, en el proceso de designaciones, única forma 
de contar con jueces legitimados y evitar una cooptación endogámica.

2.	 Sin perjuicio de la importancia de esos cambios, a mi juicio, el ámbito 
donde es más urgente realizar reformas y, al mismo tiempo, donde es 
más posible avanzar, incluso en el corto plazo, es en la fase técnica del 
proceso, aquella que le corresponde conducir al propio poder judicial. 
De partida, es necesario entender que la participación del poder judi-
cial es y debe ser técnica; debe consistir en hacer una preselección de 
los candidatos a partir de su adecuación con un cierto perfil definido 
para el cargo, de modo que la fase política se circunscriba a candidatos 
reconocidamente idóneos. La mejor prueba que hoy en día ello no se 
entiende así es que se le haya pedido al Consejo de la Alta Dirección Pú-
blica (ADP) que participe en las designaciones de los jueces tributarios 
y aduaneros y en los medioambientales. Resulta absurdo que la ADP 
forme en esos casos listas para que luego el poder judicial simplemente 
las acorte, todo ello antes de la intervención del poder político. Lo lógico 
sería que ese trabajo lo asumiera el poder judicial en las designaciones 
que le competen, siguiendo en ello los mismos criterios y las mismas 
etapas que un buen proceso de selección de personal, conforme a los 
estándares hoy comúnmente aceptados. Sería posible avanzar rápida-
mente en esta materia: estos cambios podrían realizarse simplemesnte 
a través de un auto acordado de la Corte Suprema, es decir, sin que se 
requiera ley para ello.

3.	 No parece necesario, ni conveniente, cambiar radicalmente los órga-
nos que intervienen en los nombramientos judiciales. La alternativa 
de un consejo de la judicatura, que funde en un solo responsable las 
dos etapas del proceso es, como ya hemos señalado, inconveniente. 
Pero, si se quisiera profundizar más en el perfeccionamiento de la fase 
técnica, sería deseable establecer dentro del poder judicial una entidad 
exclusivamente encargada de conducir el proceso de nombramientos, 
en un símil de lo que es el Consejo de la Alta Dirección Pública, pero 
solo para los cargos judiciales. Un órgano de esa naturaleza pudiera 
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cautelar que se respeten los criterios técnicos durante todo el proceso 
de reclutamiento y selección, a la par de evitar que estas cuestiones 
queden entregadas a los plenos de las cortes –que deciden con criterios 
muy disímiles y que son, en algunos casos, excesivamente numerosos– 
y que la intervención de superiores en este proceso pueda lesionar la 
independencia interna de los jueces. Con tal fin, esa entidad debería 
estar integrada por un grupo reducido de jueces de las diversas instan-
cias del poder judicial.

4.	 El proceso de evaluación técnica de los candidatos debiera comprender 
un análisis de su trabajo profesional en general que, en el caso de las 
promociones dentro de la carrera judicial, debiera extenderse a su tra-
bajo como jueces, incluida la calidad de los fallos dictados. La compleji-
dad que entraña emitir un juicio técnico al respecto justifica que sea el 
poder judicial el que conduzca esta fase técnica.

5.	 No se justifica dentro de un proceso de evaluación técnica de los can-
didatos que, como hemos insistido, persigue que la selección política 
solo pueda recaer en postulantes probadamente idóneos para el cargo, 
el que por derecho propio haya personas que deban ingresar a la nómi-
na sin someterse al proceso de escrutinio.43

6.	 Las distintas etapas del proceso debieran tener plazos predefinidos 
para que este no se alargue innecesariamente. Ello debiera implicar 
que, en la fase política, vencido el plazo establecido, automáticamente 
se entendiera nombrado quien encabeza la lista respectiva.	

7.	 Debiera reducirse la duración del curso de formación inicial de la Aca-
demia Judicial para que no sea un desincentivo tan severo para que 
abogados con alguna experiencia puedan ingresar al poder judicial.

8.	 Para que todo este complejo sistema de designaciones tenga real senti-
do se hace necesario eliminar la figura de los abogados integrantes. Tal 
como hoy sucede, por ejemplo, en el tribunal ambiental, la designación 
de ministros suplentes debiera someterse a las mismas normas que la 
de un titular.

43	 Esto es lo que ocurre actualmente en virtud del artículo 78 de la Constitución Política, que establece 
que en las cinquenas cuatro lugares se llenan conforme al mérito de los candidatos y el quinto nece-
sariamente con el ministro más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de méritos (inciso 
5). Lo mismo sucede con el tercer puesto en las ternas, el que debe ser ocupado por el juez letrado más 
antiguo del cargo inmediatamente inferior al que se trata de proveer que exprese su interés en el cargo 
(inciso 8). 


